Delito: Estafa agravada en modalidad de delito masa 

Rad. #66001 31 87 001 2014 28336 02
Reo: CML
Asunto: Apelación auto acumulación de penas

Decisión: Modifica y confirma

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
ESTAFA AGRAVADA / ACUMULACIÓN JURÍDICA DE PENAS / FINALIDAD DE LA FIGURA / REQUISITOS PARA SU PROCEDENCIA.
… la figura de la acumulación jurídica de penas consagrada en el artículo 470 C.P.P. tiene por finalidad morigerar la situación de las personas que se encuentren privadas de la libertad purgando unas penas que le ha sido impuestas como consecuencia de haber sido declarados penalmente responsables en diversos procesos que se tramitaron de manera independiente, razón por la cual se establecieron una serie de pautas, las que acordes con los postulados del principio de la dignidad humana, tienen como objetivo esencial el de evitar al máximo que esas diversas penas se purguen de manera aislada e independiente para de esa forma procurar que las mismas sean acumuladas en una sola unidad, pero con la salvedad consistente en que dicha acumulación punitiva no se regirá por criterios matemáticos sino jurídicos. (…)
… al realizar un análisis de los requisitos exigidos por el artículo 470 C.P.P. para la procedencia de la acumulación jurídica de penas, la Sala puede colegir que dicha norma hace las siguientes exigencias: 

•
Que exista un criterio de conexidad, ya sea esta sustancial o procesal, que implicaba que acorde con los postulados del principio de la unidad procesal, en los diversos delitos tramitados en procesos diferentes, de no haber ocurrido ciertos percances procesales, tales como los de la ruptura de la unidad procesal, debieron haberse tramitado en un solo proceso. 

•
Que en contra del reo se hayan adelantado varios procesos diferentes, por delitos no conexos, que conllevaron a que en su contra se profirieran diversas sentencias condenatorias.

•
Que las penas objeto de la acumulación sean afines o similares.
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Asunto: Se desata recurso de apelación interpuesto en contra de aceptación a la acumulación jurídica de penas

Decisión: Modifica auto opugnado
ASUNTO: 

Procede la Colegiatura a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión del recurso de apelación que fuera interpuesto por quien funge como defensor del señor CML, en contra de la decisión adoptada por parte del Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad el pasado 23 de octubre de 2018, mediante la cual resolvió acumular las penas impuestas en su contra. 

ANTECEDENTES PROCESALES:
El señor CML fue condenado por parte del Juzgado 45 Penal del Circuito de Bogotá, con funciones de conocimiento, por los delitos de estafa en concurso homogéneo y sucesivo a la pena de 82 meses de prisión, revocándose parcialmente la decisión por parte de la Sala Penal del Tribunal Superior de Bogotá el 14 de febrero de 2014, fijando la sanción penal definitiva en 88 meses de prisión por los delitos de concierto para delinquir en concurso heterogéneo con el delito de estafa agravada en concurso homogéneo.

Igualmente el Juzgado 50 Penal del Circuito de Bogotá con funciones de conocimiento, el 4 de agosto del año 2017, le impuso la pena de 75 meses de prisión y la correspondiente de multa por el delito de estafa agravada en la modalidad de delito masa.

De igual manera, el pasado 8 de mayo de 2018, el Juzgado 10 Penal del Circuito de Bogotá, con funciones de conocimiento, le impuso la pena de 70 meses de prisión, y la correspondiente de multa, al haberlo hallado penalmente responsable del delito de estafa agravada en la modalidad de delito masa.

La vigilancia de las anteriores sanciones, se asignó por reparto  al Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira.

El día 6 de junio de 2018 se radico ante el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, una petición deprecada por el apoderado judicial del señor CML, memorial con el cual pidió que se le realizara a su prohijado una acumulación jurídica de las penas descritas anteriormente; ello, por considerar que cumple con los requisitos legales contemplados en el artículo 460 del Código de Procedimiento Penal, junto con la interpretación jurisprudencial decantada al respecto por la H. Corte Suprema de Justicia en Sala de Casación Penal.
El Despacho de marras, después de encontrar que el expediente con radicación 30164 no había sido allegado al mismo, solicitó al Juzgado 10 Penal del Circuito de Bogotá, el respectivo expediente para su análisis, y posteriormente, luego de haber avocado su conocimiento, resolvió acumular las penas impuestas en contra del señor CML, mediante auto del 23 de octubre de 2018; decisión en contra de la cual fue interpuesto el recurso de apelación por parte del abogado defensor.
LA PROVIDENCIA CONFUTADA:

Como se indicó atrás, se trata del auto interlocutorio dictado por parte del Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad el 23 de octubre de 2018, mediante el cual resolvió acumular jurídicamente las penas impuestas en contra del señor CML, y fijar la pena en 193 meses de prisión, al igual que una multa de 325 SMLMV, como responsable en calidad de autor de los delitos de estafa agravada, concierto para delinquir agravado y estafa agravada en modalidad de delito masa; para llegar a tal determinación, la A quo tomó como pena máxima la de 88 meses de prisión, proferida en el año 2014, a esa le sumó 52 meses y 15 días de la pena de 75 meses, y 52 meses y 15 días por la de 70 meses. Tales aumentos fueron justificados debido a la gravedad de las conductas punibles por las que fuera condenado el Procesado y la altísima afectación que tuvieron las víctimas de esos comportamientos criminales. 

Adicionalmente, se le revocó el sustituto de la prisión domiciliaria que venía gozando desde el 12 de mayo de 2016, y que le había sido concedida por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Manizales, ello por cuanto la pena establecida en el Código Penal para el delito de estafa agravada en la modalidad de delito en masa, es de 113 meses y 24 días de prisión, lo que supera por mucho el quantum de la pena requerida como requisito para conceder la prisión domiciliaria reglada en el art. 38B del C.P. que es de 96 meses. 
EL RECURSO DE APELACIÓN:
Inconforme con la decisión de primer nivel, la Defensa interpuso recurso de apelación, en el cual adujo que no hay ninguna disyuntiva frente a la procedencia de la acumulación jurídica de penas, pero considera que el Juzgado de primer nivel desatendió la naturaleza intrínseca del instituto de la acumulación jurídica, puesto que al aplicarse el aumento bajo una interpretación sistemática de la norma prevista en el artículo 31 del C.P. atendiendo la modalidad de delito masa, el aumento debía ser de la “tercera parte de la pena”, esto es un 33%, por lo cual resulta desproporcionado que la sentencia hubiese impuesto una pena de 193 meses de prisión. 
En cuanto a la revocatoria de la prisión domiciliaria que ostentaba la condenada, sostiene la Defensa que es equivoca la postura del Juzgador al momento de fijar la pena mínima en la ley considerando el aumento que dispone el artículo 31 del C.P. referente al aumento de la tercera parte para la modalidad del “delito masa”, ya que al momento de estudiar la concesión del sustituto de la ejecución de la pena, no le es dable al operador jurídico acoger dicho instituto, en cuanto a verificar el factor objetivo.
CONSIDERACIONES DE LA SALA: 

- Competencia:
De conformidad con los lineamientos del # 6º del artículo 34 C.P.P. esta Corporación es competente para resolver la alzada propuesta por la defensa del condenado CML, contra la decisión adoptada por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, mediante la cual acepto la solicitud de acumulación jurídica de penas en favor del condenado.
- Problema jurídico:
Con base en lo expuesto por la parte recurrente en su libelo, se entiende que se han planteado dos problemas jurídicos los cuales son: 
1. ¿Incurrió la A quo en un error al momento de establecer el total de la pena acumulada, por cuanto los incrementos otorgados para cada una de las penas subsiguientes a la más alta, no fueron realmente significativos, dando como resultado una pena final desproporcionada?

2. ¿Se equivocó el Juzgado de primer nivel, al revocar la prisión domiciliaria que venía disfrutando el señor CML, tomando como argumento para ello, el de que el delito de estafa en la modalidad en masa supera los ocho años de prisión? 
- Solución:

Antes de entrar a resolver los problemas jurídicos propuestos por el apelante, se debe tener en cuenta, como bien lo expuso la A quo en el proveído opugnado, que la figura de la acumulación jurídica de penas consagrada en el artículo 470 C.P.P. tiene por finalidad morigerar la situación de las personas que se encuentren privadas de la libertad purgando unas penas que le ha sido impuestas como consecuencia de haber sido declarados penalmente responsables en diversos procesos que se tramitaron de manera independiente, razón por la cual se establecieron una serie de pautas, las que acordes con los postulados del principio de la dignidad humana, tienen como objetivo esencial el de evitar al máximo que esas diversas penas se purguen de manera aislada e independiente para de esa forma procurar que las mismas sean acumuladas en una sola unidad, pero con la salvedad consistente en que dicha acumulación punitiva no se regirá por criterios matemáticos sino jurídicos.  
Sobre las características y finalidades del instituto de la acumulación jurídica de pena, la Corte ha dicho lo siguiente: 

“Ahora bien, en relación con la impugnación interpuesta, es importante precisar que al legislador colombiano le correspondió diseñar criterios de medición judicial de la pena que logran superar las falencias que presentaban los modelos tradicionales de «la acumulación material de penas» y el de «absorción», mediante el mecanismo intermedio de la acumulación jurídica de penas, en el que una vez establecida la pena imponible a cada delito, se aplica aquella correspondiente al delito más grave, aumentada en una determinada proporción; satisfaciéndose, de esa forma, la exigencia de seguridad jurídica requerida.

La acumulación jurídica de penas es una figura procesal cuyo objeto no es otro distinto que establecer, con fines de limitación, un criterio razonable para la determinación de la punibilidad en eventos de concurso ideal  o material  de delitos; oponiéndose, de esa forma, al sistema de acumulación aritmética de las penas, en virtud del cual se impondrían tantas penas como delitos cometidos. 

Es así, como en el artículo 470 de la ley 600 de 2000 se consagraron los siguientes presupuestos de procedibilidad de tal figura jurídica: (i) Que se trate de penas de igual naturaleza, (ii) que las penas a acumular hayan sido impuestas mediante sentencias y que las sentencias cuyas penas se pretende acumular, se encuentren en firme, (iii) que su ejecución no se haya cumplido en su totalidad, o no hayan sido suspendidas parcial o totalmente por virtud del otorgamiento de los subrogados penales previstos en los artículos 68 y 72 del Código Penal, (iv) que los hechos por los que se emitió condena no hayan sido cometidos con posterioridad al pronunciamiento de cualquiera de las sentencias –de primera o única instancia-, cuya acumulación se pretende, y (v) que las penas no hayan sido impuestas por delitos cometidos durante el tiempo que la persona estuviere privada de la libertad……”
.
Acorde con lo anterior, al realizar un análisis de los requisitos exigidos por el artículo 470 C.P.P. para la procedencia de la acumulación jurídica de penas, la Sala puede colegir que dicha norma hace las siguientes exigencias: 

· Que exista un criterio de conexidad, ya sea esta sustancial o procesal, que implicaba que acorde con los postulados del principio de la unidad procesal
, en los diversos delitos tramitados en procesos diferentes, de no haber ocurrido ciertos percances procesales, tales como los de la ruptura de la unidad procesal, debieron haberse tramitado en un solo proceso. 

· Que en contra del reo se hayan adelantado varios procesos diferentes, por delitos no conexos, que conllevaron a que en su contra se profirieran diversas sentencias condenatorias.

· Que las penas objeto de la acumulación sean afines o similares. 

Pero es de anotar que dichas exigencias requeridas para la procedencia de la acumulación jurídica de penas, las cuales, se reitera, están intrínsecamente relacionadas con condenas impuestas en procesos diferentes por delitos que estaban liados por el factor de la conexidad, o por la pluralidad de sentencias proferidas en procesos tramitados de manera independiente, no proceden de manera automática, ya que las mismas están condicionadas al cumplimiento de las siguientes circunstancias: 

· No es posible solicitar la acumulación respecto de penas ya ejecutadas.

· Un criterio cronológico, el cual tiene que ver con el delito o delitos por los cuales se declaró la responsabilidad penal del reo, los que no pueden haberse perpetrado después de proferirse la otra sentencia objeto de la acumulación, en la cual con antelación de igual forma se declaró la responsabilidad criminal del penado por otro u otros reatos. 
· Un criterio de reproche moral, el que tiene relación con los delitos cometidos por una persona que se encuentre privada de la libertad, ya sea esta como consecuencia de la imposición de una pena de prisión o del sustitutito de la prisión domiciliaria, o de una medida de aseguramiento privativa de la libertad
.
Al aplicar lo antes expuesto al caso en estudio, a fin de determinar si le asiste o no la razón a los reproches formulados por el recurrente en contra del auto opugnado,  tenemos que al efectuar un análisis de la actuación procesal, la Sala es de la opinión que la A quo estuvo atinada cuando accedió a la petición deprecada por el Defensor del señor CML, y procedió a realizar la acumulación jurídica de las penas que le fueron impuestas al reo, por cuanto era claro el cumplimiento de los requisitos necesarios para ello. 

Pese a lo atinado que estuvo en ese tópico la decisión confutada, de igual manera no puede desconocer la Colegiatura que el eje central de la controversia formulada por el apelante, gira en torno de la dosificación de las penas, en especial en todo aquello que tiene que ver con el monto del “hasta otro tanto” que correspondería por los delitos concurrentes a la pena base, si tenemos en cuenta que en el presente asunto se está en presencia de una pléyade de penas que le fueron impuestas al condenado en diferentes procesos que se tramitaron de manera independiente por cuerdas procesales diferentes, por lo que como consecuencia de la acumulación jurídica de penas, al momento de dosificar las penas que le correspondería purgar al reo, se deba acudir a las reglas propias del concurso de conductas punibles, las cuales, según preceptúa el articulo 31 C.P. nos enseñan lo siguiente: 
· Las penas de los delitos concursantes deben ser dosificadas de manera individual para cada una de ellos. 

· Una vez hecho lo anterior, se escogerá el reato sancionado con la pena más grave, el cual vendría siendo el delito base cuya pena deberá ser incrementada hasta otro tanto, según la gravedad de los delitos concursantes. 

· Ese hasta otro tanto, no puede exceder de la sumatoria de la tasación punitiva en concreto de cada uno de los delitos que hacen parte del concurso, sin que rebase los 60 años de prisión. 

· De igual forma, según criterio jurisprudencial
, ese hasta otro tanto no puede superar el doble de la pena que en concreto se tasó para el delito base, o sea el reato de mayor gravedad.
Frente a lo anterior, a fin de ofrecer mejor claridad y precisión, de vieja data la Corte se ha expresado de la siguiente manera: 

“La punibilidad en el concurso de delitos (artículo 26 ídem) parte de la pena para el delito base que no es otro que el más grave desde el punto de vista de la sanción, aspecto éste que no se establece examinando simplemente el factor cuantitativo y cualitativo de los extremos punitivos mínimo y máximo previstos en abstracto en los respectivos tipos penales, sino mediante la individualización concreta de la que ha de aplicarse en cada uno de los delitos en concurso, por el procedimiento referido en los párrafos anteriores. Las penas para las conductas punibles concurrentes se confrontan para optarse por la de mayor intensidad. Es con relación a ésta pena considerada como la más grave, sobre la que opera el incremento “hasta en otro tanto” autorizado por el artículo 26 del Código Penal, con las limitantes que en seguida se señalarán. 

El “otro tanto” autorizado como pena en el concurso delictual no se calcula con base en el extremo punitivo mayor previsto en el tipo penal aplicado como delito base, ese ‘tanto’ corresponde a la pena individualizada en el caso particular mediante el procedimiento indicado para el delito más grave. Esta es la sanción que se incrementa habida consideración de las modalidades específicas, gravedad y número de delitos concursantes, sin que pueda exceder el doble, ni resultar superior a la suma aritmética de las que corresponderían si el juzgamiento se realizara separadamente para las distintas infracciones…….”
. 

Regresando al caso en estudio, al analizar el proveído confutado, se observa que en el mismo se escogió como pena base la de mayor gravedad, la cual fue la proferida dentro del radicado 11001 60 00 000 2012 01062 por el Juzgado Cuarenta y Cinco Penal del Circuito de Bogotá, que correspondió a 88 meses de prisión. De igual, el hasta otro tanto que correspondería por los delitos acompañantes, fueron tasados acorde con los siguientes criterios, de tal suerte de las penas subsiguientes se tomaron:  

· De la sentencia proferida dentro del radicado # 11001 60 00 000 2015 01320,  que tiene señalada una pena de prisión de 75 meses, se tomaron 52 meses y 15 días, esto es lo mismo que decir que se tomó el 70% de esa pena. 

· Por el proceso con radicado # 11001 60 00 000 2016 02286, que tiene señalada una pena de prisión de 70 meses de prisión, se tomaron 52 meses y 15 días, esto es el 75% de esa pena. 
Teniendo en cuenta lo anterior, es fácil concluir que la suma aritmética de esos aumentos supera incluso el total, o sea los 88 meses, de la sanción que se consideró como la más alta, lo que es claro no representa un descuento significativo para el condenado; lo que implica que la Jueza de instancia si bien es cierto en su decisión siguió lo reglado por el artículo 31 del C.P. que regula lo concerniente al concurso de conductas punibles, y que también debe aplicarse para la acumulación jurídica de penas, es igual de real que desconoció que ese “hasta otro tanto” no puede exceder del doble de la pena tasada para el delito base. En atención a lo anterior, la Sala en aplicación de los principios de razonabilidad y proporcionalidad, consagrados en el artículo 3º del C.P., aunado al fin retributivo que conlleva a toda imposición de una pena, considera que el monto de ese “hasta otro tanto” podría corresponder a 44 meses. 
De tal suerte, le asiste razón al apelante en los reproches que realizara al auto de primer nivel, respecto al tema, razón por la cual lo procedente es señalar que ese aumento de hasta otro tanto por cada una de las otras dos penas impuestas y que deben sumarse a la mayor, que es de 88 meses, será de la mitad de cada una de ellos, lo que se traduce en 37 meses 15 días por la condena de 75 meses y 35 meses por la de 70 meses, para un total de 72 meses 15 días de prisión, los cuales sumados a los 88 meses de la pena más alta, nos da una pena definitiva de 152 meses y 15 días de prisión. 
Ahora bien, frente al segundo punto de inconformidad trazado por el recurrente el cual está relacionado con la revocatoria del beneficio de la prisión domiciliaria que venía disfrutando el condenado, y específicamente con el hecho de que se tome en cuenta el aumento por el tema del delito en masa, como parte del total de la pena para el delito de estafa agravada, a la hora de determinar si se cumple o no con el requisito objetivo establecido en el numeral 1º del art. 38B del C.P. 

Frente a ese tema, sea lo primero recordar que al señor CML se le condenó dentro de todos los procesos por el delito de estafa agravada, el cual establece una pena mínima de 64 a 144 meses de prisión, misma que se le aumentó de acuerdo a lo establecido en el numeral 1º del art. 267 del C.P., lo que da un pena mínima de 85.33 meses y una máxima de 216 meses; pero estos extremos punitivos, se vieron aumentados porque en dos de los asuntos, al encartado se le endilgó el mencionado delito en la modalidad en masa, lo que implica para esas sentencias un aumento punitivo de una tercera parte de la pena, tal como lo consagra el parágrafo del art. 31 del C.P., lo que nos deja ante una sanción que va desde los 113.77 meses a los 288 meses de prisión. 
A la luz de esas precisiones, es claro que el interés de la Defensa en que no se tenga en cuenta la calificación del delito en masa como un dispositivo amplificador del tipo penal endilgado a su prohijado, radica en que ello hace que la pena mínima a imponer supere los 8 años de prisión, lo que implica que el declarado penalmente responsable no pueda ser favorecido con el sustituto contemplado en el artículo 38B del C.P. si tenemos en cuenta que las reglas consagradas en el parágrafo único del articulo 31 C.P. se constituyen en circunstancias modales que afectan los limites punitivos de las penas consignadas en los delitos, lo que implicaría el incremento de las mismas, lo cual a su vez podría tener amplias repercusiones negativas en el escenario del reconocimiento de la pena sustitutiva de la prisión domiciliaria, como bien aconteció en el caso en estudio.
Frente a lo anterior, la Corte se pronunció de la siguiente manera: 

“En síntesis, por conducta punible para efectos de lo dispuesto en el  artículo 38 numeral 1° del Código Penal, ha de entenderse la conducta propiamente dicha, con las circunstancias modales, temporales o espaciales que la califican o privilegian, o que de alguna manera los especifican, cuya concurrencia tiene la virtualidad de incidir en el ámbito de movilidad punitivo previsto por el legislador, en cuanto determina la variación de sus extremos mínimo y máximo, como ocurre con los dispositivos amplificadores del tipo, la atenuante de la ira o intenso dolor, y demás hipótesis relacionadas a manera de ejemplo….”
.  

Siendo así las cosas, contrario a lo planteado por el recurrente en la alzada, considera esta Colegiatura que la modalidad de delito en masa, que se le endilgó al señor CML, es un amplificador del tipo penal, por cuanto él de manera dolosa dirigió su conducta para afectar a una pluralidad de sujetos pasivos, puesto que era consciente de que entre mayor fuera el número de personas que entregaran sus vehículos a las comercializadoras de automotores que él manejaba, mucho mayores serían sus ganancias; lo que implica que efectivamente ese afectar a una pluralidad de ciudadanos era algo relacionado directamente con el delito de estafa agravada.
En ese orden de cosas, es evidente que es necesario tomar la pena contemplada para el reato endilgado al condenado, esto es el de estafa agravada en la modalidad en masa, como un todo, indicando entonces que la pena mínima contemplada es la de 113.77 meses de prisión, lo que obviamente sobrepasa el límite de los 8 años de pena contemplados en el numeral 1º del art. 38B del C.P. para conceder el sustituto de la prisión domiciliaria por la intramural.  
Con base en todo lo expuesto, la Colegiatura confirmará parcialmente la providencia confutada en lo que tiene que ver con la acumulación jurídica de penas, pero modificará la redosificación que se hizo de las penas a imponer, la que en nuestro sentir no fue adecuada, y en tal suerte el quantum de la pena impuesta quedará no en 193 meses de prisión como se dijo en el auto recurrido, sino en 148 meses de prisión, de acuerdo a lo ya expuesto. En lo que respecta a la multa que acompaña la pena, esta se mantendrá en lo establecido por la A-quo en su decisión, o sea 323.25 s.m.l.m.v., que equivale a la suma aritmética de las penas de multa establecidas en cada una de las sentencias acumuladas.
Respecto a la decisión de revocatoria de la prisión domiciliaria de que venía disfrutando el condenado, la misma se confirmará tal como se anunció y explicó en precedencia, razón por la cual se ordenara al Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, INPEC, para que, si aún no lo ha hecho, proceda a la inmediata reclusión del condenado hacia los predios de un establecimiento carcelario. 

Por lo anteriormente expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal,
RESUELVE: 

PRIMERO: CONFIRMAR PARCIALMENTE la decisión proferida el 23 de octubre de 2018 por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, por medio de la cual se le concedió la acumulación jurídica de penas al condenado CML. 
SEGUNDO: MODIFICAR el numeral tercero de la mencionada decisión, en el sentido de imponer como pena principal al sentenciado CML, la equivalente a 152 meses y 15 días de prisión. En el mismo término quedará reducida la pena accesoria de inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas. La multa se mantendrá en 323.25 s.m.l.m.v., que equivale a la suma aritmética de las multas establecidas en cada una de las sentencias acumuladas.
TERCERO: CONFIRMAR la decisión de revocar la prisión domiciliaria que venía disfrutando el reo CML, y en consecuencia se ordenara al INPEC, para que, si aún no lo ha hecho, proceda a la inmediata reclusión del condenado en un establecimiento carcelario.   
CUARTO: ORDENAR la devolución de la actuación al Juzgado de origen, para que continúe con la ejecución de la sentencia.

QUINTO: DECLARAR que en contra de la presente decisión no procede recurso alguno.
  COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal: Providencia del once (11) de marzo de dos mil quince (2015). AP1232-2015. Radicación No. 44773. M.P. FERNANDO ALBERTO CASTRO CABALLERO


� El cual se encuentra consagrado en el artículo 50 C.P.P.


� Las que pueden ser detención preventiva o detención domiciliaria. 


� Ver entre otras: Sentencia del 15 de mayo de 2003. Rad. # 15868 y Sentencia del 16 de abril de 2008. Rad. # 25304.


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal: Sentencia del 15 de mayo de 2.003. Rad. # 15868. (Negrillas fuera del texto original).





�  Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal: Providencia del 31 ago. 2005. Rad. # 21720. 
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